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PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 865/2018/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********. **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

H. JUNTA DIRECTIVA DE LA DIRECCIÓN DE PENSIONES DEL ESTADO.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a diecisiete de enero de dos mil diecinueve.  


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 865/2018/1, promovido por el C. **********, contra actos de la H. JUNTA DIRECTIVA DE LA DIRECCIÓN DE PENSIONES DEL ESTADO; y,
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintinueve de octubre de dos mil dieciocho, compareció el C. **********, por propio derecho, para demandar la nulidad de la resolución con número de oficio ********** de fecha tres de octubre de dos mil dieciocho, emitida por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual resuelve improcedente la solicitud presentada por el hoy actor con fecha siete de agosto de dos mil dieciocho. 

II.- En proveído de veintinueve de octubre de dos mil dieciocho, se admitió a trámite la demanda, y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las doce horas con treinta minutos del día catorce de enero de dos mil diecinueve, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

 III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, haciéndose constar que asistieron las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda así como al oficio de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que se formularon por la parte actora, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución. 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracción VIII, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades del Estado, donde se ejerce jurisdicción, por ser materia de pensiones civiles con cargo a la Dirección de Pensiones del Estado. 

SEGUNDO.- La existencia del acto impugnado, queda plenamente demostrada con el documento descrito en el Resultando I, el cual corre agregado en autos a folios 011 al 013 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales.

TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

En cuanto al interés jurídico de la parte actora se encuentra plenamente acreditado, ya que el acto impugnado en el presente juicio lo constituye la resolución definitiva dictada por la H. Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, en la sesión ordinaria de fecha 23 de agosto de 2018, contenida en el oficio ********** de 03 de octubre de 2018 y del que se desprende que aparece como destinatario del mismo, el C. **********; aunado a que tanto de los conceptos de impugnación esgrimidos por el demandante como de su pretensión, se advierte que pretende de esta Sala Unitaria una declaración del derecho subjetivo a percibir un incremento porcentual en su pensión otorgada por la autoridad demandada. De lo que se sigue lo evidente del interés que asiste al actor para combatir dicho acto en el presente juicio, ya que en el mismo se resolvió una situación jurídica concreta en relación con su esfera de derechos, ahí que resulta innegable que el compareciente cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.
Por su parte, los CC. **********, ********** y **********, justificaron su calidad de Director General de la Dirección de Pensiones del Estado y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la citada Dirección, así como de apoderadas de la Dirección de Pensiones del Estado, conforme a lo establecido por el párrafo tercero del numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con las documentales que acompañaron al escrito de contestación de demanda, acreditando el primero el carácter con que compareció mediante la copia certificada del nombramiento que le fue expedido, y con copia certificada del instrumento veintidós mil seiscientos setenta y cuatro del tomo seiscientos ochenta y siete, del protocolo de la Notaría Pública número 28 veintiocho del Primer Distrito Judicial del Estado, que contiene el Poder General para pleitos y cobranzas otorgado a las CC. ********** y **********, por la Dirección de Pensiones del Estado; documentales visibles de la folios 030 al 041 del expediente en que se actúa.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el diverso 388 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217, párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

A juicio de la Primera Sala Unitaria, en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio.

Por su parte, la autoridad demandada si bien no aducen causal de improcedencia alguna, sí plantean que el porcentaje del sueldo base que determina la cuantía de la pensión está consentido, al no haberse controvertido el acto en que se otorgó la pensión.

A juicio de la suscrita Magistrada de la Primera Sala Unitaria, el planteamiento de la autoridad demandada, resulta infundado derivado del propio actuar de la autoridad enjuiciada, pues lo que se controvierte es la respuesta contenida en el oficio No. ********** de 03 de octubre de 2018, notificada el mismo día, mediante la cual informa a la parte actora los puntos de acuerdo tomados por la Junta Directiva en su sesión ordinaria de 23 de agosto de 2018; no así la patente de pensión.
Adicionalmente, se debe decir, que ha sido criterio reiterado del Poder Judicial de la Federación que es imprescriptible el otorgamiento de jubilaciones y pensiones, así como el derecho a reclamar sus incrementos, pero que sí están sujetos a prescripción los montos periódicos vencidos. A continuación se transcribe la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala que así lo indica:

“JUBILADOS Y PENSIONADOS DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. EL PLAZO DE PRESCRIPCIÓN PARA RECLAMAR LOS MONTOS VENCIDOS DE PENSIONES O SUS DIFERENCIAS SE INTERRUMPE CON LA PRESENTACIÓN DE LA SOLICITUD CORRESPONDIENTE.- Se ha sostenido reiteradamente que es imprescriptible el otorgamiento de jubilaciones y pensiones, así como el derecho a reclamar sus incrementos, pero que sí están sujetos a prescripción los montos periódicos vencidos, sea de la pensión o de sus diferencias. En ese sentido, el artículo 300, fracción I, de la Ley del Seguro Social establece que prescribe en un año el derecho de los asegurados o sus beneficiarios para reclamar cualquier mensualidad de una pensión, asignación familiar o ayuda asistencial, así como el aguinaldo, respecto al pago de las prestaciones en dinero, relativas a los seguros de riesgos de trabajo, enfermedades y maternidad, invalidez y vida, y guarderías y prestaciones sociales; plazo que también fijaba el artículo 279, fracción I, de la Ley del Seguro Social vigente hasta el 30 de junio de 1997. Por otra parte, el segundo párrafo del artículo 298 de la Ley del Seguro Social (277 de la ley derogada) señala que la consumación e interrupción de la prescripción se regirá por las disposiciones aplicables del Código Fiscal de la Federación, conforme al cual, el plazo de prescripción se interrumpe con cada gestión de cobro que el acreedor notifique o haga saber al deudor o por el reconocimiento expreso o tácito de éste respecto de la existencia del crédito. Tomando en cuenta que esta regla también debe aplicarse al pago de prestaciones de seguridad social, se concluye que el plazo de prescripción de los montos vencidos de las pensiones o de sus diferencias se interrumpe con la presentación de la solicitud de la pensión correspondiente o de sus incrementos ante el Instituto Mexicano del Seguro Social, en el entendido de que el plazo reinicia una vez notificada la contestación a la solicitud o la resolución del recurso de inconformidad que, en su caso, se haya intentado. Contradicción de tesis 383/2017. Segunda Sala.”

En ese sentido, si lo que pretenden hacer ver la autoridad demandada, es que hubiese prescrito el derecho de la parte actora a controvertir el aumento del porcentaje de cuantía básica de pensión determinada en el diverso Oficio ********** de 26 de junio de 2018, tal planteamiento es infundado, pues ese derecho es imprescriptible, lo que puede ser sujeto de prescripción, son los montos periódicos vencidos de la pensión o de sus diferencias, y esa prescripción se interrumpe con la instancia correspondiente.

Asimismo, la autoridad demandada hace valer a manera de excepción la de falta de acción y de derecho, argumentando que la resolución impugnada se encuentra debidamente fundada y motivada y que además la parte actora no desvirtúa las consideraciones legales de la misma; sin embargo, a juicio de esta Sala Unitaria los argumentos en que la autoridad sustenta la excepción que hace valer corresponden al análisis que se haga del fondo del asunto por tanto resultan inatendibles en este momento procesal.

En ese tenor, se tiene que del estudio practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que se deban examinar de oficio, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan a folios 04 y 05 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

No obstante lo anterior, previo a hacer un pronunciamiento al respecto ésta Primera Sala Unitaria, considera llevar a cabo un estudio integral de la demanda, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada por parte del actor en su demanda de nulidad, puesto que la demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, lo que implica el estudio de dicha demanda en su integridad y no en razón solamente de sus conceptos de anulación.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio de jurisprudencia bajo el siguiente rubro y que se considera aplicable al caso que nos ocupa:

“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR.

Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.”

SEXTO.- Es importante señalar que el acto que combate el actor en el presente juicio, es el oficio número **********  de fecha 03 de octubre de 2018 y del que dice tuvo conocimiento el mismo día de su emisión.

El citado oficio **********, derivó del escrito que el hoy impetrante presentó  ante la demandada el pasado 07 de agosto de 2018, en el que se inconformó respecto del porcentaje de cuantía básica de Pensión por Edad Avanzada, que la ahora enjuiciada determinó mediante el diverso oficio ********** de 26 de junio de 2018,
En el referido escrito el actor solicitó lo siguiente:

1. Que se realizara un nuevo cálculo del porcentaje de pensión autorizada, tomando en cuenta el total del tiempo cotizado al fondo de pensiones, siendo éste periodo del 01 de octubre de 1989 al 30 de mayo de 2018, por lo que se debió considerar para ello un total de 28 años y 08 meses, y no como se estableció en la patente de pensión un total de 28 años exactos, dejando fuera de dicho cálculo un total de 08 meses; y 
2. Que se aplicara el incremento del 1%, por cada año que aduce el actor difirió el goce de su pensión por edad avanzada, de conformidad con lo establecido en el párrafo segundo de la fracción II, del artículo 61 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, lo que constituye un incremento del 4% del último salario base que percibió como trabajador.

Por lo anterior, adujo el demandante que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, debía autorizarse cuando menos un 95%, como porcentaje de la referida pensión por edad avanzada.
A cada una de esas exigencias recayó una respuesta por parte de la demandada, tal y como así se aprecia en el oficio número **********, siendo éste el acto que se combate.

Lo anterior es así, pues la autoridad esencialmente determinó que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, para calcular la referida pensión deben tomarse únicamente como base los años durante los cuales el derechohabiente hubiese contribuido al fondo de pensiones, así como el 100% del salario base, por lo que no se contempla tomar en consideración fracciones menores de tiempo, de ahí que no pueda agregarse supuestos no previsto en la ley, y por tanto el artículo 75 aludido por el hoy actor “no tiene aplicación ni la interpretación que señala”.
Asimismo, la autoridad enjuiciada precisó que para que se actualice la hipótesis establecida en el artículo 61, fracción II, segundo párrafo, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, el hoy actor debió solicitar la referida pensión por edad avanzada y una vez concedida, diferir su goce para que sea aumentada la cuantía en uno porciento del salario base por cada año de diferimiento, pues en virtud de la interpretación armónica del artículo 77 de la citada ley, el legislador estableció diversos porcentajes de pensión de conformidad con los años de contribución para el caso de que se mantuvieran en activo, para diferenciarlos de los diversos trabajadores que difirieron el goce de su pensión conforme a lo dispuesto en el párrafo segundo de la fracción II, del artículo citado en primer orden.
De ahí que contrario a lo argüido por el demandante, la autoridad sí dio respuesta a cada uno de los puntos que le fueron puestos a consideración, y por ende atendió al principio de exhaustividad alegado, ya que dicho principio no implica que la autoridad ante una solicitud deba necesariamente dar la razón al particular, sino que debe existir una respuesta debidamente razonada (fundada y motivada), así como congruente entre lo peticionado y lo determinado, lo cual se advierte de lo anteriormente precisado, en virtud de que la respuesta dada es acorde con lo originalmente solicitado, por lo cual se colma el referido principio de exhaustividad.   

SÉPTIMO.- Para esos efectos, el demandante hizo valer agravios encaminados a combatir la respuesta dada por la demandada en los siguientes términos: 

1.- Que en el punto Tercero del acto cuestionado en el presente juicio, la demandada realiza una interpretación respecto al diferimiento del goce de la pensión por edad avanzada, citando tres supuestos que deben darse, los cuales no se encuentran contenidos dentro del artículos 61, fracción II, párrafo segundo, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, es decir, “…no significa primero pensionarme y después diferirla, pues la palabra diferir, no significa tomar y después dejar en espera lo que ya se me otorgó, eso más bien sería suspender, como los supuestos que refieren los artículos 53 y 54 de la Ley de Pensiones de 2001.”, por lo que alude el demandante que el beneficio para incrementar el referido 1% del salario base para la determinación de la pensión, “…no está condicionado a pedirla, que se me otorgue y después diferirla”, pues dicho supuesto no se encuentra en la ley.
Agrega el actor, que al cumplir 55 años se encontraba en aptitud de ejercer el derecho a obtener una pensión, y al no haberlo hecho de esa manera, resulta aplicable lo dispuesto en el referido artículo 61, fracción II, párrafo segundo, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, en virtud de que no se encuentra regulado la forma para obtener el referido incremento del 1%, por cada año que se opta por no hacer uso de dicho derecho.
2.- Que la demandada respecto a la interpretación que debe hacerse del artículo 77 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, no especificó cuál es la cuantía básica y los aumentos computados de acuerdo con el número de cotizaciones quincenales con posterioridad a los primeros 15 años de cotización, es decir, no expresó la fórmula para arribar al cálculo de la pensión otorgada, lo que irroga una falta de motivación, lo anterior, toda vez que no tomó en cuenta “…los 8 meses posteriores a los 28 años de servicio, pues del texto de dicho artículo, se deduce que debe hacerlo tomando en cuenta las cotizaciones quincenales aportadas por el suscrito, no solo por años de servicio, pues debe tomar en cuenta, todas y cada una de mis aportaciones”.
A juicio de la suscrita Magistrada de esta Primera Sala Unitaria, los agravios antes expuestos, son parcialmente fundados, pero insuficientes para provocar la nulidad del acto impugnado, con base a las consideraciones que se exponen:

La litis en el presente juicio se limita a determinar si la autoridad demandada, se ajustó a derecho al negar el incremento del porcentaje relativo al “salario base” que le corresponde a la Pensión por Edad Avanzada, que le fue determinado al hoy actor en la patente de pensión con número de folio **********, del 90% al 95%, éste último porcentaje solicitado por el hoy demandante a través del escrito presentado ante la autoridad demandada el 07 de agosto de 2018, al cual recayó como respuesta el oficio número ********** de 03 de octubre de 2018, impugnado.
De esa guisa, resulta pertinente remitirnos a lo dispuesto por el artículo 16 Constitucional, conforme al cual los particulares sólo podrán ser molestados en su familia, domicilio, papeles o posesiones, en virtud de un mandamiento escrito en el que se funde y motive la causa legal del procedimiento, esto es, contempla la garantía de la debida fundamentación y motivación de los actos de autoridad, misma que resulta fundamental para considerar que el actuar de la autoridad se encuentra ajustado a derecho.

Así las cosas, la garantía de la debida fundamentación y motivación de los actos de autoridad, consiste no sólo en que en el texto del mismo se establezcan los preceptos legales aplicables al caso concreto, así como las razones y circunstancias que se tomaron en consideración para emitirlo, sino también es necesario que exista una adecuación entre los motivos que se aducen y las normas aplicables, esto es, deben precisarse los razonamientos realizados por la autoridad para concluir que el acto o actuación que se está analizando se ajusta exactamente a lo previsto en determinados preceptos legales.

El criterio anterior encuentra sustento en la Jurisprudencia número 11, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el informe rendido al terminar el año de 1973, segunda parte, página 18, del tenor siguiente: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.-  De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuado y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso, y lo segundo, que también deben señalarse con precisión las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario además que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas”.

En efecto, los actos administrativos deben estar fundados y motivados, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso, y lo segundo, que también deben señalarse con precisión las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario además que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas. 

Ahora bien, obra a folios 011 a 013 del expediente del juicio en que se actúa la resolución impugnada, y en la cual la autoridad demandada al resolver la instancia de la parte actora le indicó que de la letra del artículo 61, fracción II, párrafo segundo, de la Ley de Pensiones (sic), se desprende que para que dicho párrafo (sic) opere debe satisfacer ciertos requisitos como son: 1. Solicitarse la pensión por edad avanzada; 2. Que la misma sea concedida; y 3. Diferir el goce para que sea aumentada la cuantía en uno por ciento del salario base para cada año de diferimiento.

En tales consideraciones resulta oportuno tener en cuenta el texto del artículo 61 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, que establece:

“ARTICULO 61. Se establecen las siguientes pensiones:

I. Pensión por jubilación: A la que tienen derecho los trabajadores con treinta años o más de servicios, y las trabajadoras con veintiocho años o más de servicios; en ambos casos, cualquiera que sea su edad con la cotización correspondiente;

II. Pensión por edad avanzada: Los trabajadores que cumplan los cincuenta y cinco años de edad y hubieren contribuido normalmente durante quince años como mínimo a un Fondo de Pensiones, por edad avanzada;

Por cada año de diferimiento de goce de la pensión por edad avanzada, será aumentada su cuantía en uno porciento del salario base;

III. Pensión por invalidez: Los trabajadores que sean declarados inválidos a causa del servicio o a consecuencia de él, sea cual fuere el tiempo que hubieren contribuido al fondo de pensiones, adquieren el derecho a la pensión por invalidez a menos que la incapacidad hubiere sido producida voluntariamente por el trabajador, y

Los trabajadores que sean declarados inválidos por causas ajenas a su cargo o empleo, si tienen por lo menos diez años de servicios y hubieren contribuido al fondo de pensiones durante el mismo período, y si la invalidez no es intencional ni consecuencia del abuso de bebidas alcohólicas, barbitúricos o estupefacientes, adquieren el derecho a la pensión por invalidez.”
Del precepto antes transcrito, entre otras cosas, se desprenden los tipos de pensión que establece la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, como lo es para el caso concreto el señalado en la fracción II, que consiste en la “Pensión por edad avanzada”, asimismo del párrafo segundo de dicha fracción se advierte una prerrogativa expresa para ese tipo de pensión que consiste en que aquel trabajador que se hubiere encontrado en el supuesto de diferimiento del goce de su pensión por edad avanzada, tendrá derecho a que sea aumentada su cuantía en uno por ciento del salario base, sin embargo, de dicho precepto no se desprende que establezca expresamente alguno de los referidos requisitos que la autoridad demandada menciona en la resolución impugnada como motivo para declarar “NO ES PROCEDENTE” la solicitud presentada por el demandante el 07 de agosto de 2018.

De lo anterior, resulta concluyente que la resolución impugnada adolece de una insuficiente fundamentación en cuanto al fondo de lo peticionado, en virtud de que la motivación con que se alcanza la determinación no se ajusta a alguno de los supuestos jurídicos que establece el artículo 61 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, que citó la autoridad demandada para sustentar su determinación declarando no procedente la solicitud presentada por el hoy actor; de ahí lo fundado de la parte correspondiente de la manifestación hecha valer por el actor en el apartado de “HECHOS” del escrito de demanda, en que señala que la resolución impugnada carece del señalamiento de fundamento alguno que sustente los supuestos por los que la autoridad demandada alcanzó su determinación, por tanto, respecto de la citada resolución se actualiza el supuesto de ilegalidad establecido en el artículo 250, fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por carecer del requisito establecido en el artículo 164, fracción V del citado Código.
Ahora bien, como se adelantó en párrafos precedentes la ilegalidad advertida con anterioridad resulta insuficiente para declarar fundada la pretensión del actor del presente juicio, en virtud de que esta Juzgadora en atención a la cuestión efectivamente planteada sobre el fondo de la pretensión, estima improcedente la aplicación del beneficio establecido en el párrafo segundo de la fracción II del artículo 61, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado.

Lo anterior, tomando en consideración lo que establece el artículo 52, fracción V, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, el cual establece lo siguiente:

“ARTICULO 52. El derecho a pensión nace cuando el trabajador o sus familiares se encuentran en los supuestos consignados en esta Ley, y satisfacen los requisitos que la misma señala. El derecho al pago de la pensión comienza:
(…)

V. Para los trabajadores que se separen del servicio, después de haber contribuido no menos de quince años al fondo, cuando cumplan la edad pensionable. En este caso se les otorgará la pensión a que tuvieren derecho según el tiempo contribuido al fondo, siempre que hubieren dejado al separarse la totalidad de los descuentos que por razón de su cargo se les haya hecho.

La Dirección de Pensiones deberá resolver la solicitud de pensión en un plazo no mayor de quince días, a partir de la fecha en que se hubiere integrado y entregado el expediente.”
(Énfasis añadido)
De la parte correspondiente del artículo anteriormente transcrito, se desprende que el derecho a la pensión nace cuando el trabajador o sus familiares se encuentran en los supuestos establecidos en la Ley de Pensiones y satisfacen los requisitos establecidos en la misma; asimismo se desprende que el derecho al pago de la pensión comienza para los trabajadores que se separen del servicio, después de haber contribuido no menos de quince años al fondo, cuando cumplan la edad pensionable, caso en el que se les otorgará la pensión a que tuvieren derecho según el tiempo contribuido al fondo, siempre que hubieren dejado al separarse la totalidad de los descuentos que por razón de su cargo se les haya hecho.

Asimismo del artículo 61, también transcrito con anterioridad, entre otras cosas, se desprenden los tipos de pensión que establece la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado; resaltando en el presente caso el supuesto previsto en la fracción II que contempla la pensión por edad avanzada, misma que se actualiza para aquellos trabajadores que cumplan cincuenta y cinco años de edad y hubieren contribuido normalmente durante quince años como mínimo a un Fondo de Pensiones, además dicha fracción en su párrafo segundo establece que por cada año de diferimiento de goce de la pensión por edad avanzada, será aumentada su cuantía en uno por ciento del salario base.

De lo anterior se puede advertir que, en la fracción V del artículo 52, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, se establece oportunamente que el derecho al pago de la pensión por edad avanzada comienza para los trabajadores que se separen del servicio después de haber contribuido normalmente durante quince años como mínimo al fondo de pensiones cuando cumplan cincuenta y cinco años de edad –edad pensionable-, caso en el que se les otorgará la pensión a que tuvieren derecho según el tiempo contribuido al fondo, siempre que hubieren dejado al separarse la totalidad de los descuentos que por razón de su cargo se les haya hecho.

Además se desprende una prerrogativa expresa en el segundo párrafo de la fracción II del artículo 61, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, que consiste en que aquel trabajador que se hubiere encontrado en el supuesto de diferimiento del goce (derecho al pago) de su pensión por edad avanzada, tendrá derecho a que sea aumentada su cuantía en uno por ciento del salario base.

En tales consideraciones, como apoyo para resolver la controversia, se estima oportuno tomar como referente el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia cuyo rubro es: “PENSIÓN DE RETIRO POR EDAD Y TIEMPO DE SERVICIOS. CUANDO EL TRABAJADOR SE ACOGIÓ AL BENEFICIO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 66 DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO VIGENTE HASTA EL 31 DE MARZO DE 2007, DEBE ATENDERSE A LA EDAD MÍNIMA REQUERIDA EN ESA NORMATIVA Y NO A LA FIJADA EN LA LEGISLACIÓN VIGENTE.”, que si bien no resuelve el problema jurídico concreto que nos ocupa, si resuelve un problema análogo.

A continuación se transcribe la tesis de Jurisprudencia citada:
“PENSIÓN DE RETIRO POR EDAD Y TIEMPO DE SERVICIOS. CUANDO EL TRABAJADOR SE ACOGIÓ AL BENEFICIO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 66 DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO VIGENTE HASTA EL 31 DE MARZO DE 2007, DEBE ATENDERSE A LA EDAD MÍNIMA REQUERIDA EN ESA NORMATIVA Y NO A LA FIJADA EN LA LEGISLACIÓN VIGENTE.- El citado artículo establece que el trabajador que se separe del servicio después de haber cotizado cuando menos 15 años al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado podrá dejar la totalidad de sus aportaciones con objeto de gozar de la prerrogativa de que al cumplir la edad requerida para la pensión se le otorgue ésta, y que si falleciera antes de cumplir los 55 años de edad, a sus familiares derechohabientes se les otorgará la pensión en los términos de la ley que rige a ese Instituto. Así, el artículo 66 aludido contiene un supuesto complejo consistente en la realización de varios actos, a saber, que durante su vigencia el trabajador del Estado se separe del servicio, después de haber cotizado cuando menos 15 años al Instituto y deje la totalidad de sus aportaciones, lo que tiene como consecuencia gozar de la prerrogativa de que se le otorgue la pensión cuando se cumpla la edad requerida de 55 años, según el numeral 61 de la normativa derogada, o bien, que se le conceda a sus derechohabientes. En consecuencia, conforme a la teoría de los derechos adquiridos y expectativas de derecho y de los componentes de la norma, al darse todos los actos del supuesto jurídico del artículo 66, necesariamente deberá producirse la consecuencia prevista en los términos allí indicados, ya que su realización sólo se encuentra diferida en el tiempo. Cuando el trabajador alcanza dicha edad estando derogada la disposición, no puede atenderse a la edad fijada en el numeral décimo transitorio de la ley vigente, que la aumentó gradualmente hasta llegar a 60, en tanto que éste no puede suprimir, modificar o condicionar de manera alguna la consecuencia diferida en el tiempo pero no supeditada a las modalidades señaladas en la nueva ley. Estimar lo contrario resultaría violatorio del derecho a la irretroactividad de la ley en perjuicio del gobernado, reconocido en el primer párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.-Contradicción de tesis 97/2016.- Segunda Sala.”

(Énfasis añadido)
Como puede verse la tesis de Jurisprudencia transcrita, interpreta los artículos 61 y 66 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado vigente hasta el 31 de marzo de 2007, pertenecientes a la “Sección Tercera” “Pensión de retiro por edad y tiempo de servicios”,  cuyo texto establecía lo siguiente:

“Artículo 61.- Tienen derecho a pensión de retiro por edad y tiempo de servicios, los trabajadores que habiendo cumplido 55 años, tuviesen 15 años de servicios como mínimo e igual tiempo de cotización al Instituto.”

“Artículo 66.- El trabajador que se separe del servicio después de haber cotizado cuando menos 15 años al Instituto podrá dejar la totalidad de sus aportaciones con objeto de gozar de la prerrogativa de que al cumplir la edad requerida para la pensión se le otorgue la misma. Si falleciera antes de cumplir los 55 años de edad, a sus familiares derechohabientes se les otorgará la pensión en los términos de esta Ley.”

Ahora, si bien es cierto la tesis de Jurisprudencia resuelve el problema jurídico de la irretroactividad de la Ley prohibido por el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; no menos cierto es que dentro de los razonamientos que vierte realiza la interpretación de los artículos 61 y 66 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado vigente hasta el 31 de marzo de 2007, pues identifica los dos elementos necesarios para haber adquirido el derecho a la pensión por edad y tiempo de servicios, que se concretan en: a) Haber cotizado al fondo pensionario quince años o más; y b) haber cumplido la edad de cincuenta y cinco años;  vinculados a una hipótesis de separación del servicio por parte del trabajador habiendo dejado la totalidad de sus aportaciones.

En esa línea de pensamiento, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, establece que tratándose de la hipótesis del artículo 66 -separación del servicio después de haber cotizado cuando menos 15 años-, está la opción para el trabajador de dejar la totalidad de las aportaciones en el fondo, es decir no retirarlas al momento de separarse del cargo, con el objeto de gozar de la prerrogativa de que al cumplir la edad requerida para la pensión le sea otorgada la misma.

En ese sentido, debe entenderse que en esta hipótesis, el goce de ese derecho –otorgamiento de la pensión- únicamente se encuentra diferido en el tiempo hasta que la persona cumpla los cincuenta y cinco años, pues al haberse dado todos los actos del supuesto jurídico del artículo 66, necesariamente deberá producirse la consecuencia prevista en los términos allí indicados, ya que su realización sólo se encuentra diferida en el tiempo.
A efecto de dar certeza a lo anterior, a continuación se transcribe la ejecutoria de la Contradicción de Tesis en la parte que interesa:

“…Se advierte de las disposiciones transcritas de la normatividad derogada, lo siguiente:

• El derecho a las pensiones nace cuando el trabajador o sus familiares derechohabientes se colocan en los supuestos de la ley y satisfacen los requisitos que la misma exige.

• Se contempla con carácter obligatorio, entre otros, el seguro de retiro por edad y tiempo de servicios para los trabajadores que habiendo cumplido 55 años de edad, tuviesen un mínimo de 15 años de servicios e igual tiempo de cotización al instituto.

• El monto de esa pensión para el trabajador que haya cotizado el mínimo de 15 años es del 50%, porcentaje que va incrementándose gradualmente en la medida en que aumenta el tiempo de servicios cotizados, hasta llegar al máximo del 95% para quienes cumplan 29 años de servicios o más.

• Se establece la opción para el trabajador que se separe del servicio después de haber cotizado cuando menos 15 años al instituto, pero que no haya alcanzado la edad mínima de 55 años para tener derecho a la pensión de retiro por edad y tiempo de servicios, de dejar la totalidad de sus aportaciones para que al cumplir la edad mencionada se le otorgue la pensión, o si falleciera antes de cumplirla, se le conceda a sus familiares derechohabientes.

• Por último, de no ejercerse la opción anterior, el trabajador que se separe definitivamente del servicio sin derecho a la pensión, tendrá el beneficio consistente en percibir una indemnización global equivalente al monto total de las cuotas que hubiera cubierto, más 90 días si hubiera permanecido en el servicio de diez a catorce años.

Ahora bien, el análisis del artículo 66 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado derogada, permite advertir que contiene un supuesto complejo y una consecuencia. El supuesto complejo consiste en la realización de varios actos, a saber, que durante su vigencia, el trabajador del Estado se separe del servicio, después de haber cotizado cuando menos 15 años al instituto y de dejar la totalidad de sus aportaciones. La consecuencia cuando se da el referido supuesto complejo, es la de gozar de la prerrogativa consistente en que se le otorgue la pensión cuando cumpla la edad requerida, esto es, 55 años, y en caso de fallecer antes, se le conceda a sus familiares derechohabientes.

En consecuencia, conforme a la teoría de los derechos adquiridos y expectativas de derecho y de los componentes de la norma, dándose todos los actos del supuesto jurídico previsto en el artículo 66 que se examina, necesariamente deberá darse la consecuencia prevista por la propia norma, en los términos por la misma contemplada, ya que su realización sólo se encuentra diferida en el tiempo.

En efecto, cuando el trabajador, acogiéndose a lo establecido por el derogado artículo 66, se separa del servicio después de haber cotizado cuando menos 15 años al Instituto de Seguridad y Servicio Sociales de los Trabajadores del Estado, dejando la totalidad de sus aportaciones, lo hace con el objeto de gozar de la prerrogativa de obtener la pensión al cumplir la edad requerida por la normativa a que pertenece dicha disposición legal, esto es, 55 años, y en caso de su fallecimiento, sus derechohabientes tendrán derecho a gozar de la misma en los términos establecidos por la propia normativa.

Dado que bajo la vigencia de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de mil novecientos ochenta y tres, se produjeron los diversos actos del supuesto normativo contemplado por el numeral 66 en comento y que la consecuencia que prevé, a saber, gozar de la prerrogativa de obtener la pensión de retiro al cumplir la edad de 55 años que establecía dicha ley, sólo se encontraba diferida en el tiempo, no puede exigirse cuando el trabajador alcanza dicha edad estando ya derogada la disposición, que se atienda la edad prevista en el numeral décimo transitorio de la ley vigente, que la aumentó gradualmente hasta llegar a 60, en tanto que éste no puede suprimir, modificar o condicionar de manera alguna la consecuencia que sólo está diferida en el tiempo, pero no supeditada a las modalidades señaladas en la nueva ley. (…)”

(Énfasis añadido)

En ese contexto, debe destacarse que el contenido normativo del artículo 61 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado vigente hasta el 31 de marzo de 2007, resulta esencialmente idéntico al contenido del artículo 61, fracción II de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, con la salvedad de que éste último cuenta con un segundo párrafo, referido a la figura del diferimiento del goce de la pensión por edad avanzada.

De igual manera, cabe destacar  que el contenido normativo del artículo 66 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado vigente hasta el 31 de marzo de 2007, resulta esencialmente idéntico al contenido del artículo 52, fracción V de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado.

 A efecto de dar claridad a lo anterior, en la siguiente tabla se insertan las transcripciones de ambos preceptos:
	LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO VIGENTE HASTA EL 31 DE MARZO DE 2007.
	LEY DE PENSIONES Y PRESTACIONES SOCIALES PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.


	“Artículo 61.- Tienen derecho a pensión de retiro por edad y tiempo de servicios, los trabajadores que habiendo cumplido 55 años, tuviesen 15 años de servicios como mínimo e igual tiempo de cotización al Instituto.”
	“ARTICULO 61. Se establecen las siguientes pensiones:

(…)

II. Pensión por edad avanzada: Los trabajadores que cumplan los cincuenta y cinco años de edad y hubieren contribuido normalmente durante quince años como mínimo a un Fondo de Pensiones, por edad avanzada; 

Por cada año de diferimiento de goce de la pensión por edad avanzada, será aumentada su cuantía en uno porciento del salario base;”

	“Artículo 66.- El trabajador que se separe del servicio después de haber cotizado cuando menos 15 años al Instituto podrá dejar la totalidad de sus aportaciones con objeto de gozar de la prerrogativa de que al cumplir la edad requerida para la pensión se le otorgue la misma. Si falleciera antes de cumplir los 55 años de edad, a sus familiares derechohabientes se les otorgará la pensión en los términos de esta Ley.”


	“ARTICULO 52. El derecho a pensión nace cuando el trabajador o sus familiares se encuentran en los supuestos consignados en esta Ley, y satisfacen los requisitos que la misma señala. El derecho al pago de la pensión comienza: 

(….)

V. Para los trabajadores que se separen del servicio, después de haber contribuido no menos de quince años al fondo, cuando cumplan la edad pensionable. En este caso se les otorgará la pensión a que tuvieren derecho según el tiempo contribuido al fondo, siempre que hubieren dejado al separarse la totalidad de los descuentos que por razón de su cargo se les haya hecho.”


Por tanto, atentos a la interpretación realizada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la ejecutoria antes transcrita, a una norma de contenido muy similar a la que se interpreta en la presente controversia; la suscrita Magistrada de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, considera que la aplicación del artículo 61, fracción II, segundo párrafo, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, que prevé que por cada año de diferimiento de goce de la pensión por edad avanzada, será aumentada su cuantía en uno porciento del salario base, se actualiza respecto a los casos establecidos en el artículo 52, fracción V de la referida Ley de Pensiones; es decir, para aquellos casos en que el trabajador con motivo de su separación del servicio y habiendo contribuido al fondo no menos de quince años, sin cumplir la edad señalada en la fracción II del artículo 61 de la ley en cita -55 años de edad-, al cumplir la edad pensionable tendrá derecho al pago de la pensión por edad avanzada, siempre que hubiere dejado, al separarse del servicio, la totalidad de los descuentos que por razón de su cargo se le hayan hecho; en el entendido que el otorgamiento de la pensión en estos casos estará en función del tiempo contribuido al fondo más el uno porciento del salario base por cada año en que se difirió el goce del derecho de pago por no cubrir el requisito de edad pensionable.

En este contexto, es que tiene sustento jurídico y económico lo establecido en el segundo párrafo de la fracción II del artículo 61, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, al determinarse que por cada año de diferimiento de goce de la pensión por edad avanzada, será aumentada su cuantía en uno por ciento del salario base, hipótesis que integralmente debe considerarse sin dejar de observar lo dispuesto en el diverso artículo 52, fracción V de dicha Ley.

Ahora bien, corre agregado a folio 09 del expediente en que se actúa, la patente de pensión contenida en el oficio número **********, a través del cual el titular de la Dirección General de Pensiones, en su carácter de Secretario Ejecutor, da a conocer al hoy actor que la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí, acordó en su sesión de 28 de junio de 2018, autorizarle una Pensión por Edad Avanzada a partir del 01 de junio de 2018, y la cual goza de valor probatorio pleno de conformidad con lo dispuesto en el artículo 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de cuyo contenido también se desprende que la autoridad, entre otras cosas, le reconoció 28 años de servicios, con una edad de 59 años y un porcentaje correspondiente al 90% del sueldo base.

En ese orden de ideas, de conformidad con las consideraciones expuestas hasta este momento, es concluyente que no le asiste la razón al hoy actor en cuanto a que le corresponde el beneficio establecido en el segundo párrafo de la fracción II, del artículo 61 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, incrementándose en 4% su pensión sobre el sueldo base, por haberla diferido a partir de que cumplió 55 años de edad, es decir desde el año 2015 hasta el 2018, ya que tenía expedito su derecho a obtenerla a partir del 2014; puesto que para que se actualizara tal prerrogativa debía haberse configurado la hipótesis común establecida en el artículo 52, fracción V, de la mencionada ley, esto es, que se hubiere separado del servicio cubriendo los requisitos correspondientes –excepto el de cumplir 55 años de edad-, situación distinta a la que se actualizó respecto de la parte actora, pues de las manifestaciones y documentales aportadas por el propio demandante se desprende que laboró ininterrumpidamente por veintiocho años (de conformidad con lo dispuesto por el artículo 77 de la referida Ley de Pensiones), y a la edad de cincuenta y nueve años se actualizó su baja del servicio específicamente el 30 de mayo de 2018; de ahí que resulte infundado el argumento en que pretende sostener que se encontraba en el diferimiento aludido, dado que el supuesto que esta Sala considera actualiza el beneficio que pretende no se configuró, y por tanto es concluyente para esta Sala Unitaria que no le asiste la razón al actor en cuanto a su pretensión.

En este sentido es permisible concluir que, lo pretendido por la parte actora en sus conceptos de impugnación carece de sustento jurídico, al no acreditarse haberse encontrado en el supuesto de la fracción V del artículo 52, en relación con el segundo párrafo de la fracción II del artículo 61, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado; toda vez que el tiempo por el cual considera que difirió el goce de la pensión desde que tuvo el derecho a ella, continuó prestando sus servicios y cotizando al fondo de pensiones incrementando los años de servicio como se reconoce en la patente de pensión contenida en el oficio número ********** de fecha 28 de junio de 2018, que reconoció 28 veintiocho años de servicio y con 59 cincuenta y nueve años de edad, sin que se hubiese separado del servicio en los términos de la fracción V, del artículo 52, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, desde que cubría el requisito de tiempo cotizado, sin poder ejercer su derecho al goce de la misma –derecho de pago-, situación que hubiere generado en su favor el beneficio de incremento porcentual establecido en el segundo párrafo de la fracción II del artículo 61 de la multicitada Ley; pues el supuesto de diferimiento de goce de la pensión como ha sido definido por esta Sala Unitaria y en concordancia con el criterio de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la ejecutoria transcrita, nunca se actualizó respecto de la situación concreta del hoy actor.

En este mismo contexto, cobra relevancia lo establecido en el artículo 77, fracción I, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, en relación con lo establecido en el artículo 61, fracción II, de la citada Ley, precepto en el cual se establece la forma en cómo se determina el monto de la pensión por edad avanzada en función del número de cotizaciones quincenales con que se justifique haber contribuido al fondo con posterioridad a los primeros quince años de contribución; bajo la regla general de que el incremento en el porcentaje de pensión está en función del incremento en los años de cotización hasta llegar a un 100% conforme a lo establecido en dicho precepto legal, el cual en su parte conducente establece lo siguiente:

“ARTICULO 77. El monto de las pensiones a los trabajadores se fijará como sigue: 

I. Las pensiones por edad avanzada y por invalidez, se compondrán de una cuantía básica y aumentos computados de acuerdo con el número de cotizaciones quincenales con que se justifique haber contribuido al fondo de pensiones por el derechohabiente, con posterioridad a los primeros quince años de contribución. 

La cuantía básica y los aumentos de las pensiones por invalidez o edad avanzada, se pagarán por mensualidades vencidas y se calcularán tomando como base los siguientes factores: 

a) Los años durante los cuales el derechohabiente haya contribuido normalmente al fondo de pensiones, y 

b) El cien por ciento del salario base promedio de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 78 de la presente Ley; 

II. La aplicación de ambos factores se hará conforme a las disposiciones de la tabla siguiente:
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(…)”

(Énfasis añadido)
En tal sentido, es inconcuso que el diferimiento del goce de la pensión previsto en el segundo párrafo de la fracción II, del artículo 61 de la ley en comento; no cobra aplicación mientras se esté cotizando al fondo de pensiones, en la medida en que en este supuesto –contribución al fondo- la propia ley prevé un esquema de incremento en el porcentaje de pensión conforme a la tabla de progresividad establecida para tales efectos, prerrogativa a la que evidentemente el hoy actor se ajustó al momento en que, a pesar de cubrir los requisitos consistentes en tener quince años o más cotizando al fondo de pensiones, en vez de separarse del puesto y dejar sus aportaciones hasta el momento en que cumplió cincuenta y cinco años de edad, cumplida dicha edad decidió continuar prestando sus servicios ajustándose a lo dispuesto en el precepto normativo correspondiente –artículo 77- de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí.

En consecuencia, carece de sustento jurídico como se ha mencionado con anterioridad, que pretenda la aplicación del 1% de incremento adicional por diferimiento del goce de la pensión (derecho al cobro) por edad avanzada, cuando previo al otorgamiento de la pensión como sucede en el presente caso, se cotizó al fondo de pensiones ininterrumpidamente hasta que se separó del servicio, tal como se puede advertir de la propia manifestación realizada por el actor en el hecho primero del capítulo correspondiente del escrito de demanda, en la que afirma prestó sus servicios desde el 01 de octubre de 1989 al 30 de mayo de 2018, confesión expresa que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y su otorgamiento conforme al oficio No. ********** de fecha 28 de junio de 2018, orden de ideas que permite concluir que la interpretación propuesta por la parte actora, resulta incorrecta y sin sustento jurídico.

En ese sentido, a pesar de haberse concluido por esta Sala Juzgadora, que la interpretación propuesta por la autoridad demandada en el acto impugnado, incorpora elementos que no son propios del artículo 61 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, citado como fundamento de la determinación impugnada, de donde se concluyó que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por carecer del requisito establecido en el artículo 164, fracción V del citado Código, es evidente que la pretensión del actor consistente en que se declare que cuenta con un derecho subjetivo a que le sea otorgado el beneficio previsto en el párrafo segundo de la fracción II, del artículo 61 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, es infundada por las razones asentadas en el presente considerando.

Por otra parte en cuanto al argumento hecho valer por el demandante, en el sentido de que la autoridad demandada no tomó en cuenta “…los 8 meses posteriores a los 28 años de servicio, pues del texto de dicho artículo, se deduce que debe hacerlo tomando en cuenta las cotizaciones quincenales aportadas por el suscrito, no solo por años de servicio, pues debe tomar en cuenta, todas y cada una de mis aportaciones”, a consideración de esta Sala Unitaria, es infundado.

Lo anterior es así, pues como se desprende del artículo 77, fracciones I y II de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, anteriormente transcrito, el legislador dispuso expresamente la forma en cómo se determina el monto de la pensión por edad avanzada en función de una cuantía básica y aumentos computados de acuerdo con el número de cotizaciones quincenales con que se justifique haber contribuido al fondo de pensiones por el derechohabiente con posterioridad a los primeros quince años de contribución; empero, bajo la regla general de que la referida cuantía básica y los referidos aumentos únicamente se calcularán tomando como base los factores consistentes en: a) Los años durante los cuales el derechohabiente haya contribuido normalmente al fondo de pensiones, y b) El cien por ciento del salario base promedio de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 78 de la presente Ley; es decir para determinar la pensión por edad avanzada, primero debe considerarse el 100% del último sueldo base promedio percibido por el trabajador, y posteriormente debe aplicarse el porcentaje que corresponde a los años de cotización (durante los cuales el derechohabiente hubiese contribuido normalmente al fondo de pensiones), por ende, el incremento en el porcentaje de pensión está en función de los años de cotización hasta llegar a un 100% conforme a la tabla de progresividad que se establece para tales efectos, y contrario a lo argüido por el actor, no se establece para la determinación porcentual en cuestión fracciones menores de tiempo a un año, como son los 08 meses a que alude no fueron considerados por la autoridad en la determinación correspondiente, y menos aún como aduce en su escrito presentado ante la autoridad demandada el 07 de agosto de 2018, que el referido periodo de 08 meses debe corresponder al año inmediato superior, lo que se traduce en que los 28 años y 08 meses que cotizó al fondo de pensiones, equivalen a 29 años de servicios y no a los 28 años como se estableció en la patente de pensión con número de oficio ********** de 28 de junio de 2018, pues no existe precepto legal que así lo disponga, de ahí que tal pretensión del actor carece de sustento legal, siendo por ello correcto que la autoridad haya determinado para la determinación del porcentaje correspondiente 28 años de servicio, ya que los referidos 08 meses en cuestión, no trascienden a la referida determinación por disposición expresa del legislador.
Ahora bien, no pasa inadvertido para esta Sala Juzgadora, que la accionante en su demanda argumente –de manera genérica- que se debe aplicar el Principio pro persona; por lo que esta Juzgadora procede a realizar el análisis correspondiente a continuación:

En el escrito de demanda el accionante hace referencia de manera genérica a que debe aplicarse en el caso concreto el Principio pro persona; sin embargo, dicha afirmación resulta inoperante, por ser ambigua dado que se necesitan requisitos mínimos para el análisis del principio solicitado.

En este contexto, según lo ha interpretado la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los Tribunales Colegiados de Circuito, tratándose del control que deba ejercerse a petición de parte está supeditado a que se cumplan los requisitos mínimos del planteamiento respectivo, consistentes en que, aunado a que se pida la aplicación del principio pro persona o se impugne su falta de aplicación por la autoridad responsable, se señale también cuál es el derecho humano o fundamental cuya maximización se pretende, se indique la norma cuya aplicación debe preferirse o la interpretación que resulta más favorable hacia el derecho fundamental que se está viendo restringido y se precisen los motivos para preferirlos en lugar de otras normas o interpretaciones posibles.

Lo anterior con apoyo en el criterio emitido por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los Tribunales Colegiados en la tesis y jurisprudencia que enseguida se transcribe, respectivamente:

Época: Décima Época, Registro: 2007561, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 11, Octubre de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Común, Tesis: 1a. CCCXXVII/2014 (10a.), Página: 613 

“PRINCIPIO PRO PERSONA. REQUISITOS MÍNIMOS PARA QUE SE ATIENDA EL FONDO DE LA SOLICITUD DE SU APLICACIÓN, O LA IMPUGNACIÓN DE SU OMISIÓN POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE.- El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos impone a las autoridades el deber de aplicar el principio pro persona como un criterio de interpretación de las normas relativas a derechos humanos, el cual busca maximizar su vigencia y respeto, para optar por la aplicación o interpretación de la norma que los favorezca en mayor medida, o bien, que implique menores restricciones a su ejercicio. Así, como deber, se entiende que dicho principio es aplicable de oficio, cuando el Juez o tribunal considere necesario acudir a este criterio interpretativo para resolver los casos puestos a su consideración, pero también es factible que el quejoso en un juicio de amparo se inconforme con su falta de aplicación, o bien, solicite al órgano jurisdiccional llevar a cabo tal ejercicio interpretativo, y esta petición, para ser atendida de fondo, requiere del cumplimiento de una carga mínima; por lo que, tomando en cuenta la regla de expresar con claridad lo pedido y la causa de pedir, así como los conceptos de violación que causa el acto reclamado, es necesario que la solicitud para aplicar el principio citado o la impugnación de no haberse realizado por la autoridad responsable, dirigida al tribunal de amparo, reúna los siguientes requisitos mínimos: a) pedir la aplicación del principio o impugnar su falta de aplicación por la autoridad responsable; b) señalar cuál es el derecho humano o fundamental cuya maximización se pretende; c) indicar la norma cuya aplicación debe preferirse o la interpretación que resulta más favorable hacia el derecho fundamental; y, d) precisar los motivos para preferirlos en lugar de otras normas o interpretaciones posibles. En ese sentido, con el primer requisito se evita toda duda o incertidumbre sobre lo que se pretende del tribunal; el segundo obedece al objeto del principio pro persona, pues para realizarlo debe conocerse cuál es el derecho humano que se busca maximizar, aunado a que, como el juicio de amparo es un medio de control de constitucionalidad, es necesario que el quejoso indique cuál es la parte del parámetro de control de regularidad constitucional que está siendo afectada; finalmente, el tercero y el cuarto requisitos cumplen la función de esclarecer al tribunal cuál es la disyuntiva de elección entre dos o más normas o interpretaciones, y los motivos para estimar que la propuesta por el quejoso es de mayor protección al derecho fundamental. De ahí que con tales elementos, el órgano jurisdiccional de amparo podrá estar en condiciones de establecer si la aplicación del principio referido, propuesta por el quejoso, es viable o no en el caso particular del conocimiento.”

Época: Décima Época, Registro: 2010166, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 23, Octubre de 2015, Tomo IV, Materia(s): Constitucional, Común, Tesis: XVII.1o.P.A. J/9 (10a.), Página: 3723 

“PRINCIPIO PRO PERSONA COMO CRITERIO DE INTERPRETACIÓN DE DERECHOS HUMANOS. TEST DE ARGUMENTACIÓN MÍNIMA EXIGIDA POR EL JUEZ O TRIBUNAL DE AMPARO PARA LA EFICACIA DE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS.- La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 1a. CCCXXVII/2014 (10a.), de título y subtítulo: "PRINCIPIO PRO PERSONA. REQUISITOS MÍNIMOS PARA QUE SE ATIENDA EL FONDO DE LA SOLICITUD DE SU APLICACIÓN, O LA IMPUGNACIÓN DE SU OMISIÓN POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 3 de octubre de 2014 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 11, Tomo I, octubre de 2014, página 613, estableció que el principio pro persona como criterio de interpretación de derechos humanos es aplicable de oficio cuando el Juez o tribunal considere necesario acudir a este criterio interpretativo para resolver los casos puestos a su consideración, y que es factible que en un juicio de amparo, el quejoso o recurrente, se inconforme con su falta de atención o bien, solicite al órgano jurisdiccional llevar a cabo ese ejercicio interpretativo, y esta petición, para ser atendida de fondo, requiere del cumplimiento de una carga básica. Luego, ese test de argumentación mínima exigida para la eficacia de los conceptos de violación o agravios es el siguiente: a) Pedir la aplicación del principio relativo o impugnar su falta por la autoridad responsable; b) señalar cuál es el derecho humano o fundamental cuya maximización se pretende; c) indicar la norma cuya aplicación debe preferirse o la interpretación que resulta más favorable hacia el derecho fundamental; y, d) precisar los motivos para preferirlos en lugar de otras normas o interpretaciones posibles. Los anteriores requisitos son necesariamente concurrentes para integrar el concepto de violación o agravio que, en cada caso, debe ser resuelto.”

En ese sentido, si la parte actora no indica la norma cuya aplicación debe preferirse o la interpretación que resulta más favorable hacia el derecho fundamental que alega restringido, resulta inoperante el motivo de agravio. Sirve de apoyo a dicha consideración, la jurisprudencia emitida por los Tribunales Colegiados de Circuito, de rubro y texto siguientes:

Época: Décima Época, Registro: 2010532, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo IV, Materia(s): Común, Tesis: IV.2o.A. J/10 (10a.), Página: 3229 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES EN EL AMPARO DIRECTO. LO SON AQUELLOS QUE, ADEMÁS DE NO CONTROVERTIR EFICAZMENTE LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA RECLAMADA, SE LIMITAN A INVOCAR LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO PRO PERSONA O DEL NUEVO MODELO DE CONTROL CONSTITUCIONAL, COMO CAUSA DE PEDIR, PERO NO CUMPLEN CON LOS PARÁMETROS MÍNIMOS PARA LA EFICACIA DE ESTA SOLICITUD.- Si bien es cierto que la reforma constitucional en materia de derechos humanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, generó nuevos deberes para las autoridades del Estado Mexicano y, particularmente, para los órganos jurisdiccionales, en el sentido de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, con independencia de su fuente, de conformidad con ciertos principios de optimización interpretativa, entre éstos, el de interpretación más favorable a la persona, y dio lugar a un nuevo modelo de control constitucional y convencional ex officio, también lo es que, según interpretaron la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las tesis aisladas 1a. LXVII/2014 (10a.) y 1a. CCCXXVII/2014 (10a.) y de jurisprudencia 2a./J. 56/2014 (10a.) y 2a./J. 123/2014 (10a.), por una parte, el referido principio no conlleva que los órganos jurisdiccionales dejen de observar en su labor los diversos principios y restricciones previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aplicables a los procedimientos de que conocen y, por otra, el ejercicio de control constitucional o convencional está supeditado, tratándose del oficioso, a que el órgano jurisdiccional advierta la sospecha de disconformidad de la norma aplicable o el acto de autoridad, con los derechos humanos reconocidos y, tratándose del que debe ejercerse a petición de parte, a que se cumplan los requisitos mínimos del planteamiento respectivo, consistentes en que, aunado a que se pida la aplicación del principio pro persona o se impugne su falta de aplicación por la autoridad responsable, se señale también cuál es el derecho humano cuya maximización se pretende, se indique la norma cuya aplicación debe preferirse o la interpretación que resulta más favorable hacia el derecho fundamental restringido y se precisen los motivos para preferirlos en lugar de otras normas o interpretaciones posibles, desde luego, todo esto con incidencia en la estimación de que el acto reclamado es inconstitucional o inconvencional, con lo cual se evita una carga excesiva al ejercicio jurisdiccional y se parte de reconocer que el ordenamiento jurídico nacional y los actos fundados en él gozan de la presunción de constitucionalidad, aun en lo relativo al respeto a los derechos humanos y a las restricciones que constitucionalmente operan en esta materia. Consecuentemente, si en el amparo directo los conceptos de violación, además de no controvertir eficazmente las consideraciones de la sentencia reclamada, se limitan a invocar la aplicación del principio pro persona o del nuevo modelo de control constitucional, como causa de pedir, pero no cumplen con los aludidos parámetros mínimos para la eficacia de esta solicitud, son inoperantes, más aún, ante el imperio de la regla general de estricto derecho, como previsión constitucional encaminada a asegurar, en condiciones ordinarias en el procedimiento de amparo, la imparcialidad del órgano de control y la igualdad de trato hacia las partes, cuando no concurre un motivo que excepcionalmente permita suplir la deficiencia de la queja en los términos establecidos en la Ley de Amparo y tampoco se advierte sospecha de disconformidad constitucional o convencional de una norma aplicada en perjuicio del quejoso; en el entendido de que si lo que se hace valer es la omisión de la responsable de ejercer el control referido, ello no constituye, en sí mismo, una violación pues, en todo caso, el justiciable estuvo en aptitud de efectuar el planteamiento respectivo ante la jurisdicción constitucional, cumpliendo con los parámetros mínimos requeridos, sin que lo hubiese hecho.”

Debe precisarse que del principio pro homine o pro persona no deriva necesariamente que las cuestiones planteadas por los gobernados deban ser resueltas de manera favorable a sus pretensiones, ni siquiera so pretexto de establecer la interpretación más amplia o extensiva que se aduzca, ya que en modo alguno ese principio puede ser constitutivo de derechos alegados o dar cabida a las interpretaciones más favorables que sean aducidas, cuando tales interpretaciones no encuentran sustento en las reglas de derecho aplicables, ni pueden derivarse de éstas, porque, al final, es conforme a las últimas que deben ser resueltas las controversias correspondientes; de lo que se sigue que la aplicación de dicho principio (pro persona o pro homine), no implica que al ejercer la función jurisdiccional se dejen de observar los principios legales o las restricciones que prevén las normas. 

Máxime si como en la especie, no se actualiza la antinomia de dos normas que tutelan derechos humanos para que esta Sala Unitaria interprete cuál es la que resulta de mayor beneficio para la parte actora, la invocación del principio pro homine o pro persona no es el idóneo para resolver la cuestión efectivamente planteada, consistente en una declaración del derecho subjetivo a percibir un incremento porcentual en la pensión otorgada por la autoridad demandada, pues cabe agregar que si bien la reforma al artículo 1o. de la Constitución Federal, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, implicó el cambio en el sistema jurídico mexicano en relación con los tratados de derechos humanos, ello no implica que los órganos jurisdiccionales nacionales dejen de ejercer sus atribuciones y facultades de impartir justicia en la forma en que venían desempeñándolas antes de la citada reforma, sino que dicho cambio sólo conlleva a que si en los instrumentos internacionales existe una protección más benéfica para la persona respecto de la institución jurídica analizada, ésta se aplique, lo cual no acontece en la especie. 

Lo anterior encuentra sustento en las jurisprudencias cuyos datos de localización, rubro y contenido se transcriben a continuación.

Época: Décima Época, Registro: 2004748, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXV, Octubre de 2013, Tomo 2, Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a./J. 104/2013 (10a.) Página: 906 

“PRINCIPIO PRO PERSONA. DE ÉSTE NO DERIVA NECESARIAMENTE QUE LOS ARGUMENTOS PLANTEADOS POR LOS GOBERNADOS DEBAN RESOLVERSE CONFORME A SUS PRETENSIONES.- Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 107/2012 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIII, Tomo 2, octubre de 2012, página 799, con el rubro: "PRINCIPIO PRO PERSONA. CRITERIO DE SELECCIÓN DE LA NORMA DE DERECHO FUNDAMENTAL APLICABLE.", reconoció de que por virtud del texto vigente del artículo 1o. constitucional, modificado por el decreto de reforma constitucional en materia de derechos fundamentales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, el ordenamiento jurídico mexicano, en su plano superior, debe entenderse integrado por dos fuentes medulares: a) los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y, b) todos aquellos derechos humanos establecidos en tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte. También deriva de la aludida tesis, que los valores, principios y derechos que materializan las normas provenientes de esas dos fuentes, al ser supremas del ordenamiento jurídico mexicano, deben permear en todo el orden jurídico, y obligar a todas las autoridades a su aplicación y, en aquellos casos en que sea procedente, a su interpretación. Sin embargo, del principio pro homine o pro persona no deriva necesariamente que las cuestiones planteadas por los gobernados deban ser resueltas de manera favorable a sus pretensiones, ni siquiera so pretexto de establecer la interpretación más amplia o extensiva que se aduzca, ya que en modo alguno ese principio puede ser constitutivo de "derechos" alegados o dar cabida a las interpretaciones más favorables que sean aducidas, cuando tales interpretaciones no encuentran sustento en las reglas de derecho aplicables, ni pueden derivarse de éstas, porque, al final, es conforme a las últimas que deben ser resueltas las controversias correspondientes…”

“Época: Décima Época, Registro: 2006485, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 6, Mayo de 2014, Tomo II, Materia(s): Constitucional, Tesis: 2a./J. 56/2014 (10a.), Página: 772 

“PRINCIPIO DE INTERPRETACIÓN MÁS FAVORABLE A LA PERSONA. SU CUMPLIMIENTO NO IMPLICA QUE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES NACIONALES, AL EJERCER SU FUNCIÓN, DEJEN DE OBSERVAR LOS DIVERSOS PRINCIPIOS Y RESTRICCIONES QUE PREVÉ LA NORMA FUNDAMENTAL.- Si bien la reforma al artículo 1o. de la Constitución Federal, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, implicó el cambio en el sistema jurídico mexicano en relación con los tratados de derechos humanos, así como con la interpretación más favorable a la persona al orden constitucional -principio pro persona o pro homine-, ello no implica que los órganos jurisdiccionales nacionales dejen de ejercer sus atribuciones y facultades de impartir justicia en la forma en que venían desempeñándolas antes de la citada reforma, sino que dicho cambio sólo conlleva a que si en los instrumentos internacionales existe una protección más benéfica para la persona respecto de la institución jurídica analizada, ésta se aplique, sin que tal circunstancia signifique que, al ejercer tal función jurisdiccional, dejen de observarse los diversos principios constitucionales y legales -legalidad, igualdad, seguridad jurídica, debido proceso, acceso efectivo a la justicia, cosa juzgada-, o las restricciones que prevé la norma fundamental, ya que de hacerlo, se provocaría un estado de incertidumbre en los destinatarios de tal función.”

Época: Décima Época, Registro: 2005477, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 3, Febrero de 2014, Tomo III, Materia(s): Constitucional, Tesis: II.3o.P. J/3 (10a.), Página: 2019 

“PRINCIPIO PRO HOMINE O PRO PERSONA. SI EN UN CASO CONCRETO NO SE ACTUALIZA LA ANTINOMIA DE DOS NORMAS QUE TUTELAN DERECHOS HUMANOS PARA QUE EL JUZGADOR INTERPRETE CUÁL ES LA QUE RESULTA DE MAYOR BENEFICIO PARA LA PERSONA, AQUÉL NO ES EL IDÓNEO PARA RESOLVERLO.- La Corte Interamericana de Derechos Humanos, al explicar el alcance de este principio, en relación con las restricciones de los derechos humanos, expresó que "entre varias opciones para alcanzar ese objetivo debe escogerse aquella que restrinja en menor escala el derecho protegido". Así, cuando esa regla se manifiesta mediante la preferencia interpretativa extensiva, implica que ante diferentes interpretaciones de un dispositivo legal, debe optarse por aquella que conduzca a una mejor y más amplia protección de los derechos fundamentales, descartando así las que restrinjan o limiten su ejercicio. Bajo este contexto, resulta improcedente que, a la luz del principio pro homine o pro persona, pretendan enfrentarse normas de naturaleza y finalidad distintas, sobre todo, si no tutelan derechos humanos (regulan cuestiones procesales), pues su contenido no conlleva oposición alguna en materia de derechos fundamentales, de modo que el juzgador pudiera interpretar cuál es la que resulta de mayor beneficio para la persona; de ahí que si entre esas dos normas no se actualiza la antinomia sobre dicha materia, el citado principio no es el idóneo para resolver el caso concreto.”

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO.”

Asimismo, no le asiste la razón al demandante en cuanto aduce que la autoridad demandada “…se aportó de realizar un estudio correcto y completo de CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EXOFICIO, EN SENTIDO AMPLIO Y DIFUSO…”, en virtud de lo establecido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis 2a. CIV/2014 (10a.), que enseguida se cita, ya que las autoridades administrativas no están facultadas para realizar algún tipo de control de constitucionalidad, sea concentrado o difuso, por lo que no pueden declarar la invalidez de un determinado precepto e inaplicarlo, ni siquiera bajo el argumento de una reparación de derechos humanos, pues ello generaría incertidumbre jurídica en franca contravención a otros derechos humanos como los de legalidad, debido proceso y seguridad jurídica, previstos en los artículos 14 y 16 constitucionales. Tesis referida cuyos datos de localización, rubro y contenido, son los siguientes:

Época: Décima Época 

Registro: 2007573 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 11, Octubre de 2014, Tomo I 

Materia(s): Constitucional 

Tesis: 2a. CIV/2014 (10a.) 

Página: 1097 

“CONTROL CONSTITUCIONAL CONCENTRADO O DIFUSO. LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS NO ESTÁN FACULTADAS PARA REALIZARLO. El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, deben cumplir con una serie de obligaciones en materia de derechos humanos. Sin embargo, en términos de la tesis P. LXIX/2011 (9a.) (*), del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las autoridades administrativas no están facultadas para realizar algún tipo de control constitucional, sea concentrado o difuso; es decir, no pueden declarar la invalidez de un determinado precepto e inaplicarlo, ni siquiera bajo el argumento de una reparación de derechos humanos, ya que ello implicaría desatender los requisitos de procedencia señalados por las leyes para interponer un medio de defensa, y que deben cumplirse de manera previa a un pronunciamiento de fondo del asunto. En todo caso, han de interpretar las disposiciones jurídicas en el sentido más favorable a las personas, pero sin que ello llegue a descuidar las facultades y funciones que deben desempeñar en atención a sus ámbitos competenciales. Aceptar lo contrario, generaría incertidumbre jurídica en franca contravención a otros derechos humanos como los de legalidad, debido proceso y seguridad jurídica, previstos en los artículos 14 y 16 constitucionales.”

Amparo directo en revisión 1640/2014. Ramón Enrique Luque Félix. 13 de agosto de 2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretarios: Maura Angélica Sanabria Martínez y Everardo Maya Arias.

____________

Nota: (*) La tesis aislada P. LXIX/2011 (9a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro III, Tomo 1, diciembre de 2011, página 552, con el rubro: "PASOS A SEGUIR EN EL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS."

Esta tesis se publicó el viernes 03 de octubre de 2014 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Aunado a lo anterior, se precisa que esta Sala Juzgadora no advierte violación alguna de derechos fundamentales en el presente asunto que pudiesen ameritar la inaplicación de una norma –en realización de control difuso-, sin necesidad de hacer mayor razonamiento al respecto, con apoyo en la  Jurisprudencia 2a./J. 16/2014 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, abril de 2014, tomo I, página 984, del tenor:

 “CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Si bien es cierto que, acorde con los artículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las autoridades jurisdiccionales ordinarias, para hacer respetar los derechos humanos establecidos en la propia Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, pueden inaplicar leyes secundarias, lo que constituye un control difuso de su constitucionalidad y convencionalidad, también lo es que subsiste el control concentrado de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, cuya competencia corresponde en exclusiva al Poder Judicial de la Federación, a través del juicio de amparo, las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad. La diferencia entre ambos medios de control (concentrado y difuso), estriba en que, en el primero, la competencia específica de los órganos del Poder Judicial de la Federación encargados de su ejercicio es precisamente el análisis de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, por tanto, la controversia consiste en determinar si la disposición de carácter general impugnada expresamente es o no contraria a la Constitución y a los tratados internacionales, existiendo la obligación de analizar los argumentos que al respecto se aduzcan por las partes; en cambio, en el segundo (control difuso) el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad no integra la litis, pues ésta se limita a la materia de legalidad y, por ello, el juzgador por razón de su función, prescindiendo de todo argumento de las partes, puede desaplicar la norma. Ahora bien, en el juicio contencioso administrativo, la competencia específica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es en materia de legalidad y, por razón de su función jurisdiccional, este tribunal puede ejercer control difuso; sin embargo, si el actor formula conceptos de nulidad expresos, solicitando al tribunal administrativo el ejercicio del control difuso respecto de determinada norma, de existir coincidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad y el criterio del tribunal, éste puede inaplicar la disposición respectiva, expresando las razones jurídicas de su decisión, pero si considera que la norma no tiene méritos para ser inaplicada, bastará con que mencione que no advirtió violación alguna de derechos humanos, para que se estime que realizó el control difuso y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de sus sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los argumentos del actor, pues además de que el control difuso no forma parte de su litis natural, obligarlo a realizar el estudio respectivo convierte este control en concentrado o directo, y transforma la competencia genérica del tribunal administrativo en competencia específica. Así, si en el juicio de amparo se aduce la omisión de estudio del concepto de nulidad relativo al ejercicio de control difuso del tribunal ordinario, el juzgador debe declarar ineficaces los conceptos de violación respectivos, pues aun cuando sea cierto que la Sala responsable fue omisa, tal proceder no amerita que se conceda el amparo para que se dicte un nuevo fallo en el que se ocupe de dar respuesta a ese tema, debido a que el Poder Judicial de la Federación tiene competencia primigenia respecto del control de constitucionalidad de normas generales y, por ello, puede abordar su estudio al dictar sentencia. Si, además, en la demanda de amparo se aduce como concepto de violación la inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley, el juzgador sopesará declarar inoperantes los conceptos de violación relacionados con el control difuso y analizar los conceptos de violación enderezados a combatir la constitucionalidad y convencionalidad del precepto en el sistema concentrado.”

CONTRADICCIÓN DE TESIS 336/2013. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero del Trigésimo Circuito y Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito. 22 de enero de 2014. Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Tesis y/o criterios contendientes:

Tesis XXX.1o.1 A (10a.), de rubro: "TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. ESTÁ OBLIGADO A EFECTUAR EL CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD Y DE CONVENCIONALIDAD.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, Tomo 2, agosto de 2012, página 2016, y el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 212/2013.

Tesis de jurisprudencia 16/2014 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del doce de febrero de dos mil catorce.

Asimismo, resulta aplicable a lo anterior, la Jurisprudencia siguiente:

“CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. ES INNECESARIO QUE EL JUZGADOR ORDINARIO O CONSTITUCIONAL, AL DICTAR SUS SENTENCIAS, REALICE CONSIDERACIONES DEL PORQUÉ CONSIDERA QUE LAS HIPÓTESIS LEGALES QUE SIRVEN DE FUNDAMENTO AL CASO QUE RESUELVE NO SON INCONVENCIONALES, PUES SU EJERCICIO ES IMPLÍCITO. El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que corresponde a todas las autoridades jurisdiccionales del país el control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos, de las disposiciones jurídicas que apliquen en sus decisiones, lo que se traduce en el deber de examinarlas e interpretarlas conforme a los derechos humanos reconocidos tanto en la Constitución como en los tratados internacionales suscritos por el Estado Mexicano, adoptando siempre la interpretación más favorable a las personas y, en caso de ser contrarias a dichos paradigmas, siempre que no exista la posibilidad de realizar una interpretación conforme, inaplicarlas. No obstante lo anterior, en el dictado de las sentencias es innecesario que el juzgador ordinario o constitucional realice consideraciones del porqué considera que las hipótesis legales que sirven de fundamento al caso que resuelve no son inconvencionales, pues el ejercicio del control de convencionalidad ex officio, es implícito, por lo que sólo en aquellos casos en donde se estime que hay transgresión de derechos humanos, debe razonar y explicar por qué, si no es posible realizar una interpretación conforme, se aparta del texto de la norma. Correlativamente, se tiene que tal potestad no implica un derecho de las partes para exigir que se verifique un control de convencionalidad, que equivaldría a un control concentrado de constitucionalidad o convencionalidad, lo cual excede y supera el control difuso, que es la esencia del de convencionalidad y que difieren en cuanto a que en el primero se analiza el precepto legal en forma abstracta, y ello corresponde exclusivamente a los órganos del Poder Judicial de la Federación (control concentrado) y, en el segundo (control difuso), el análisis se realiza sobre los hechos concretos del caso y la norma que resulta aplicable.”


CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 427/2013. Jesús Zamudio López. 8 de agosto de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Aideé Pineda Núñez.”
Con base en lo expuesto, esta Sala Unitaria resuelve decretar la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado, consistente en la resolución con número de oficio ********** de fecha tres de octubre de dos mil dieciocho, emitida por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual resuelve improcedente la solicitud presentada por el hoy actor con fecha siete de agosto de dos mil dieciocho, de acuerdo a los razonamientos precisados en los Considerandos Sexto y Séptimo de esta sentencia.
Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- La parte actora no probó los extremos de su pretensión, en consecuencia;

TERCERO.- Se reconoce la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado, precisado en el Resultando I., por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la Autoridad Demandada, con copia autorizada de esta resolución.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� Época: Décima Época, Registro: 2016823, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 54, Mayo de 2018, Tomo II, Materia(s): Laboral, Tesis: 2a./J. 39/2018, (10a.), Página: 1625.


� Época: Novena Época, Registro: 166683, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Agosto de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A. J/46, Página: 1342.


� Época: Décima Época, Registro: 2012116, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 32, Julio de 2016, Tomo I, Materia(s): Laboral, Tesis: 2a./J. 81/2016 (10a.), Página: 685.






